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Title: Autonomous Quasi-Criminal Liability of Legal Persons and Anti-Corruption Compliance: a Lesson from the 
Public Sector

Sumario: 1. Dos anotaciones perimetrales. 1.1. Ilícito (casi-)penal colectivo vs ilícito penal individual. 1.2. Respon-
sabilidad ‘punitiva’ colectiva vs responsabilidad penal individual. 2.1. (Sigue) aparentes paradojas de la autonomía: la 
prevaricación victimizante y beneficiosa. 2. Desde la gestión del riesgo-maladministration al alejamiento del riesgo-co-
rrupción penal: la virtuosa sinergia entre compliance pública y privada. 3. Bibliografía.
Summary: 1. Two perimeter notes. 1.1. Collective (quasi-)criminal offence vs. individual criminal offence. 1.2. Co-
llective ‘punitive’ liability vs. individual criminal liability. 2.1. (Follows) apparent paradoxes of autonomy: victimising 
and beneficial prevarication. 2. From risk management-maladministration to risk distancing-criminal corruption: the 
virtuous synergy between public and private compliance. 3. Bibliography.

Resumen: Tras señalar la tendencia jurisprudencial —de conformidad con el principio de autonomía de la responsabi-
lidad empresarial— a distinguir el ilícito ‘punitivo’ colectivo del ilícito penal individual, adoptando la lógica de la acce-
soriedad limitada, el artículo se enfoca en la gestión del riesgo-maladministration en el sector público, describiendo sus 
peculiaridades y destacando la expansión de este enfoque pre-preventivo (también) a las empresas privadas y (también) 
más allá de los delitos de corrupción.
Palabras clave: responsabilidad penal empresarial; corrupción; mala-administración; gestión del riesgo.

Abstract: After having emphasised that Italian criminal courts, in accordance with the principle of the autonomy of 
the corporate liability, tend to distinguish the quasi-criminal offence of the company from the criminal offence of its 
members, the article focuses on the risk-maladministration management in the public sector, describing its peculiarities 
and highlighting the expansion of this precautionary approach to private legal entities and beyond corruption crimes.
Key words: corporate quasi-criminal liability; corruption; maladministration; risk management.

Observaciones: Texto de la ponencia presentada en el congreso internacional Prevención de la corrupción en el sector 
público empresarial (Barcelona 5 y 6 de febrero de 2024), en el marco del homónimo proyecto de investigación dirigido 
por la Profesora Miriam Cugat Mauri de la Universidad Autónoma del Barcelona (I+d+i La prevención de la corrupción 
en el sector público empresarial. PID2020-117526RB-I00).
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1. DOS ANOTACIONES PERIMETRALES

Se pueden aislar algunos puntos fijos, o más fijos que 
otros, sobre el actual modo de entender la responsabi-
lidad ‘criminal’ de las empresas colectivas en Italia1; 
en particular, una (compartible) tendencia interpretati-
va, que se va consolidando, va en el sentido de la al-
teridad-divergencia entre el modelo punitivo previsto 
para las personas jurídicas y el modelo penal indivi-
dual diseñado para sus directivos-personas físicas: esta 
tendencia, en otra palabras, marca la transición de un 
modelo punitivo colectivo antropocéntrico2 —basado 
en el «identification principle»3, la lógica vicarial4 y 
el esquema de la coautoría5— a un modelo acentuada-
mente autónomo que margina (pero sin renunciar com-
pletamente a) los aspectos relacionados con el autor 
individual6.

1.1. Ilícito (casi-)penal colectivo vs ilícito penal indivi-
dual

Según la jurisprudencia mayoritaria, el ilícito colec-
tivo es una entidad distinta y heterogénea, por índole y 
por estructura, del ilícito penal individual realizado por 
el representante de la sociedad.

En primer lugar, el ilícito colectivo no muestra una 
índole auténticamente penal, como confirman múltiples 
aspectos de su regulación; entre otros, la discrecionali-
dad en el ejercicio de la acción punitiva por parte de la 
acusación pública7; la regla de la ‘responsabilidad tran-
sitiva’ en el caso de extinción del ente originariamente 

1	 Prevista por el decreto legislativo n. 231/2001. 
2	 O antropomórfico: R. BARTOLI, Alla ricerca di una coerenza perduta…o forse mai esistita, DPC web, 10.3.2016, 1 ss.; G. DE 

SIMONE, Persone giuridiche, principi costituzionali e responsabilità penale, Criminalia, 2010, 605 ss.
3	 A. ALESSANDRI, Diritto penale e attività economiche, Bologna, Il Mulino, 2010, 203 ss. 
4	 A. NIETO MARTÍN, La responsabilidad penal de las personas jurídicas: un modelo legislativo, Madrid, Iustel, 2008, 86 ss., 177 ss. 
5	 Sobre la incierta definición de la estructura analítica del ilícito colectivo en la doctrina penal italiana, G. DE SIMONE, sub Artt. 5-6-

7, VV.AA., Compliance. Responsabilità da reato degli enti collettivi, Milano, Wolters Kluwer, 2019, 134 ss. 
6	 Acercándose al originäre Verbandshaftung: sobre este modelo G. HEINE, Modelos de responsabilidad jurídico-penal originaria de 

la empresa, C. GÓMEZ-JARA DÍEZ (ed.), Modelos de autorresponsabilidad penal empresarial, Cizur Menor, Univ. Externado, 2006, 25 ss. 
7	 G. PAOLOZZI, Vademecum per gli enti sotto processo, Torino, Giappichelli, 2005, 150 ss. 
8	 Art. 42 d.lgs. 231/2001 – «Nel caso di trasformazione, di fusione o di scissione dell’ente originariamente responsabile, il procedi-

mento prosegue nei confronti degli enti risultanti da tali vicende modificative o beneficiari della scissione [..]»; al respecto vid. G. AMARELLI, 
Profili pratici della questione sulla natura giuridica della responsabilità degli enti, RIDPP, 2006, 151 ss. 

9	 Cass., VI, 10.11.2015, n. 28299, B.; Cass., II, 9.2.2016, n. 52316, R.; Cass., VI, 18.4.2023, n. 25764, P.G. Riccardi. 
10	 En este caso, entonces, la regla es in dubio contra reum: E. AMODIO, Prevenzione del rischio penale d’impresa e modelli integrati 

di responsabilità degli enti, CP, 2005, 320 ss.; A. SCALFATI, Le norme in materia di prove e di giudizio, in G. GARUTI (ed.), Responsabilità 
degli enti per illeciti amministrativi dipendenti da reato, Padova, Cedam, 2002, 349 ss. 

11	 F. VIGANÒ, Responsabilità da reato degli enti. I problemi sul tappeto a dieci anni dal d.lgs. n. 231/2001, Libro dell’anno del Diritto 
2012, www.treccani.it, § 3; por una lectura (más) coherente con la presunción de inocencia vid. Cass., VI, 18.2.2010, n. 27735, S. 

12	 Cass., Sez. Un., 24.4.2014, n, 38343, E., § 62. 
13	 El ilícito colectivo, sobre la base de ‘criterios Engel’, debería ser incluido en el concepto de matiére pénale: V. VALENTINI, Colpa 

di organizzazione e misure di compliance, C. FIORIO (ed.), La prova nel processo agli enti, Torino, Giappichelli, 2016, 81 ss. 
14	 TJUE, II, 12.7.2012, G., C-79/11
15	 Junto con la calificación subjetiva de la persona física y la subsistencia de un provecho por el ente: Corte cost., n. 208/2014, § 2.2. 

acusado8; la excepcional regulación de las causas de 
extinción9; y sobre todo, la inversión de la carga de la 
prueba en el caso de delito cometido por los que están 
en el vértice de la organización: aquí, de hecho, el ente 
acusado debe demostrar —y hacerlo plenamente10— 
haberse organizado virtuosamente contra el riesgo-de-
lito. Una presunción de culpabilidad, por tanto, y por lo 
demás casi absoluta, en patente contradicción con los 
principios básicos del derecho penal constitucional11.

Se trata entonces de un ilícito que simula el penal, de 
un ilícito punitivo, ‘más penal que no’, cercano, pero 
no igual al penal, como confirma también la Corte di 
Cassazione en una célebre sentencia: «el sistema sobre 
el que se discute constituye [..] un tertium genus», en 
la cual predominan las trazas de «proximidad con el 
ordenamiento penal»12.

A pesar de las (vinculantes) indicaciones del Tribu-
nal Europeo de Derechos Humanos13, en resumen, el 
ordenamiento italiano sigue considerando lo ilícito del 
ente como una quimera.

En segundo lugar, este ilícito colectivo es estructu-
ralmente diferente del delito individual.

La Corte Constitucional, con el apoyo (indirecto) del 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea14, fue muy 
clara: «el ilícito atribuible al ente constituye una figura 
jurídica compleja y no se identifica con el delito co-
metido por la persona física, el cual es sólo uno de los 
elementos que conforman el ilícito colectivo»15; lo que, 
de hecho, pone la relación entre el ilícito colectivo y el 
ilícito individual más allá de la lógica de la coautoría, 
rompiendo el esquema del concurso de ‘personas’ en el 
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mismo hecho: puesto que el ilícito punitivo colectivo 
no coincide con el delito individual —es un quid dis-
tinto— el autor del uno (ente) y del otro (persona física 
de la organización) «no pueden calificarse de coimpu-
tados».

Y a propósito, es sobre todo tal alteridad la que lleva 
a la jurisprudencia a negar la posibilidad de constituirse 
como parte civil —es decir, de ejercitar la acción de 
resarcimiento del daño en el proceso penal— contra el 
ente acusado: porque esta acción, en el sistema italiano, 
es textualmente admitida sólo para reclamar los daños 
generados por un verdadero delito (arts. 185 c.p., 74 
c.p.p.), y no por un casi-delito16.

Tal tesis permite además resolver (esta vez en sentido 
positivo) también la adyacente —e igualmente deba-
tida— cuestión concerniente a la posibilidad del ente 
‘acusado’ de constituirse como parte civil contra el au-
tor del delito presupuesto17: si ilícito punitivo colectivo 
e ilícito penal individual son dimensiones diversas y 
heterogéneas, entonces podrá darse que un ente pueda 
reclamar los daños por el delito realizado por el indivi-
duo de su organización, y al mismo tiempo, ser llamado 
a responder del (distinto y más complejo) ilícito puni-
tivo colectivo18.

Queda pendiente la necesidad de sopesar, cuantificar 
y ‘compensar’ beneficios (apropiados) y daños (sufri-
dos) del delito al final del juego.

1.2. Responsabilidad ‘punitiva’ colectiva vs responsa-
bilidad penal individual

La segunda anotación perimetral no concierne pro-
piamente el ilícito, sino con la responsabilidad.

16	 Ex multis Cass., VI, 5.10.2010, n. 1437, V.; Cass., Sez. Un., 30.1.2014, n. 10561, G.; Cass., IV, 17.10.2014, n. 3786, L.C.; Cass., 
IV, 6.6.2023, n. 30175, P.

17	 Así como —entre otras— la cuestión del decomiso de bienes del ente, respecto de los cuales el directivo-autor es un tercero: 
Cass., VI, 17.7.2018, n. 33044, L. 

18	 Para un resumen de la jurisprudencia de primera instancia sobre esto aspecto L. VARANELLI, La questione dell’ammissibilità della 
pretesa risarcitoria nel processo penale nei confronti degli enti. Disamina aggiornata della giurisprudenza, RASE, 3, 2009, 159 ss.; L. DE 
MARTINO, L’ente poliedrico: le multiformi vesti processuali, tra natura della responsabilità ex d.lgs. 231/2001 e aporie interpretative, ivi, 4, 
2017, 241 ss.

19	 Ligadas por una relación de sustancial prejudicialidad: G. GARUTI, I profili soggettivi del procedimento, G. GARUTI (ed.), Respon-
sabilità degli enti, cit., 269 ss.

20	 Cass., VI, 10.11.2015, n. 28299, B., § 9.3.: «quando si parla di autonomia ciò che deve precedere, in via pregiudiziale, l’accer-
tamento della responsabilità dell’ente è sì il reato, ma inteso come tipicità del fatto, accompagnato dalla sua antigiuridicità oggettiva, con 
esclusione della sua dimensione psicologica [..]. Questo attiene alla configurabilità del reato presupposto, ma non alla fattispecie complessa 
che determina la responsabilità dell’ente, nel senso che deve comunque essere individuabile a quale categoria appartenga l’autore del 
reato non identificato, se cioè si tratti di un soggetto c.d. apicale ovvero di un dipendente [..]». 

21	 F. CONSULICH, Il principio dell’autonomia della responsabilità degli enti. Prospettive di riforma dell’articolo 8, RASE, 4, 2018, 197 
ss.; ID., Flash offenders. Le prospettive di accountability penale nel contrasto alle intelligenze artificiali devianti, RIDPP, 2022, 1105 ss.

22	 Conduciendo a entender en sentido objetivo el concepto de ‘interés de la empresa’; esencialmente neutralizando el requisito de la 
‘elusión fraudulenta’ de los compliance programs; y ampliando el ámbito aplicativo de la responsabilidad punitiva empresarial en sectores 
estratégicos (entre otros: propiedad industrial, acuerdos corruptivos y siniestralidad laboral): V. VALENTINI, L’autonomia della responsa-
bilità degli enti: avanguardismi e performances, Criminalia, 2020, 651 ss.; sobre el concepto objetivo de ‘interés del ente’ —con inevitable 
superposición con el concepto de ‘ventaje’ (económico)— vid. Cass., II, 5.10.2017, n. 295, T. 

La responsabilidad colectiva y la responsabilidad in-
dividual están sin dudas interconectadas —sin un delito 
cometido por un individuo del ente, de hecho, ‘el arse-
nal punitivo 231’ no puede entrar en juego19— pero son 
también responsabilidades (directas y) recíprocamente 
autónomas: en el sentido de que el ente puede (y debe) 
ser sancionado incluso en ciertos casos en los que el 
autor-persona física deba ser absuelto.

La regla que conduce a este escenario la encontra-
mos en el Articulo 8 del ‘decreto 231’, según el cual la 
responsabilidad del ente «subsiste incluso cuando [..] 
el autor del delito no ha sido identificado o no es impu-
table»; es decir, incluso cuando el autor es por defini-
ción incapaz de culpabilidad penal (no imputable) o es 
imposible verificar procesalmente su comportamiento 
psicológico y motivacional en el momento de la acción 
(falta de identificación).

Según mi parecer (y no solo el mío), al establecer 
tal regla, el decreto deja entrever que el ‘sistema 231’ 
se satisface de un ilícito sin autor culpable, es decir, 
de un hecho objetivo depurado de ‘su dimensión sub-
jetiva’20.

En otras palabras, la responsabilidad punitiva co-
lectiva parece desinteresarse del comportamiento 
psicológico-motivacional del autor en el momento del 
hecho: para activar el ‘arsenal 231’, entonces, sería 
suficiente un ilícito objetivo-impersonal ‘beneficioso’ 
para el ente realizado por personas físicas funcional-
mente unidas al mismo, y facilitado por un déficit or-
ganizativo21.

Esta lectura autonomista, emancipando la culpabili-
dad individual de la responsabilidad colectiva, genera 
importantes consecuencias sistémicas22, amplía signifi-
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cativamente el espectro aplicativo del ‘decreto 231’ e 
impacta sobre el plano procesal, separando los destinos 
del ente y de su directivo: que podrá ser absuelto por-
que el hecho no constituye delito23, sin que eso impli-
que necesariamente la exención de la pena del ente, si 
resulta que ha facilitado la realización del ilícito obje-
tivo ventajoso (aunque individualmente no punible)24 
por parte de la persona de dentro de la organización.

En un ejemplo extremo y verdaderamente contra-in-
tuitivo: el ente colectivo podría ser sancionado incluso 
cuando su directivo es —no solo no punible, sino— la 
víctima de delito.

1.2.1. (Sigue) aparentes paradojas de la autonomía: la 
prevaricación victimizante y beneficiosa

Constituye ya opinión común que la figura delicti-
va de la «concussione» —una especie de extorsión por 
parte de funcionario público25— se consuma cuando 
el funcionario amenaza con males antijurídicos, o sea, 
amenaza con realizar un acto propio de su cargo (en 
concreto, dañoso para su destinatario) formal y sustan-
cialmente ilegítimo; en ese caso —según la jurispru-
dencia— el amenazado que da/ promete dinero u otra 
utilidad es una víctima de prevaricación, porque cede a 
la presión con el fin de evitar mala contra ius26.

Es la finalidad interior, entonces, lo que es decisivo 
sobre el plano de la responsabilidad penal individual27. 
Pero, como he dicho, estos aspectos subjetivos-psico-
lógicos parecen irrelevantes para el ‘sistema 231’ (retro 
§ 1.2.).

Por esto, es imaginable una prevaricación que victi-
miza el exponente de la organización (que no será cas-
tigado), pero al mismo tiempo, que sea beneficiosa para 
el ente del cual forma parte la víctima (que por tanto 
podrá ser sancionada).

Pongamos que un ente privado o un ente participa-
do/controlado por el Estado compita en un concurso 

23	 Por defecto del elemento subjetivo típico —hay culpa y el hecho es castigado sólo a título de dolo, o porque el hecho es del todo 
inculpable: V. VALENTINI, Il diritto penale dei segni distintivi, Pisa, PUP, 2018, 147 ss. 

24	 En este marco conceptual, también la presencia de causas de exclusión de la pena (o excusas absolutorias) no impedirá la puni-
ción del ente colectivo: Cass., III, 17.11.2017, n. 9072, F. 

25	 Art. 317 c.p. – «Il pubblico ufficiale o l’incaricato di un pubblico servizio che, abusando della sua qualità o dei suoi poteri, costringe 
taluno a dare o a promettere indebitamente, a lui o a un terzo, denaro o altra utilità, è punito con la reclusione da sei a dodici anni».

26	 Es decir, con la finalidad de defenderse (certat de damno vitando): Cass., Sez. Un., 24.10.2013, n. 12228, M.; V. VALENTINI, Le 
Sezioni Unite e la política giudiziaria delle dimensioni parallele, AP, 3, 2014, 895 ss. 

27	 Si el privado-destinatario da/promete con el objetivo de obtener ventajas/beneficios (certat de lucro captando), hay en cambio 
una (co-)responsabilidad a título de inducción indebida (Art. 319-quater c.p.) o corrupción (Artt. 318, 319, 321 c.p.): M. DONINI, Il corr(eo) 
indotto tra passato e futuro. Note critiche a SS.UU., 24 ottobre 2013-14 marzo 2014, n. 29180, Cifarelli, Maldera e a., e alla l. n. 190 del 
2012, CP, 2014, 1482 ss.

28	 El llamado throffer (amenaza-oferta): V. MONGILLO, Alla ricerca del confine tra concussione e induzione indebita, Libro dell’anno 
del Diritto 2014, www.treccani.it, § 2.2.

29	 V. VALENTINI, sub Art. 25, VV.AA., Compliance, cit., 519 ss. 
30	 Determinazione ANAC 17.6.2015, n. 8, § 2.1.1; Determinazione ANAC 8.11.2017, n. 1134, § 3.1.1. 

público; pongamos que el presidente de la comisión 
adjudicataria plantea al dirigente de la empresa esta 
alternativa: ‘si no me pagas serás ilícitamente exclui-
do del concurso’ (mal antijuridico); ‘si en cambio, me 
pagas, ganarás de pleno la competición publica, aunque 
no presentes la mejor oferta’ (ventaja indebida)28.

Pues bien, si el exponente cediese a la presión con 
la finalidad subjetiva de evitar una ilegítima exclusión 
del concurso, habría sido víctima de la coerción; pero 
al mismo tiempo, el ente del que forma parte, habiendo 
sido ilegítimamente y objetivamente puesta en ventaja 
en perjuicio del resto de concurrentes, podría ser san-
cionado en el caso de que no estuviese organizado con-
tra el riesgo de tales daciones indebidas29.

En este cuadro, en suma, la verdadera partida de la 
persona jurídica acusada se juega en el plano del con-
tenido objetivo —ventajoso, ‘neutro’, desfavorable— 
del acto/actividad amenazada por el decisor público.

2. DESDE LA GESTIÓN DEL RIESGO-MALAD-
MINISTRATION A LO ALEJAMIENTO DEL 
RIESGO-CORRUPCIÓN PENAL: LA VIRTUOSA 
SINERGIA ENTRE COMPLIANCE PÚBLICA Y 
PRIVADA

En este marco general se pone la compliance anti-
corrupción; y sobre esto tema, la experiencia italiana 
ha ofrecido una lección generalizable más allá de los 
acuerdos corruptivos y para-corruptivos: un enfoque de 
risk management, es decir, válido y competente para 
contener además los otros riesgos-delito.

Me refiero a los Planes Anticorrupción, estructurados 
sobre el esquema del Plan Nacional: modelos de or-
ganización que los entes públicos —incluidos aquellos 
económicos, las sociedades mercantiles sometidas a 
control público y las sociedades in house— están obli-
gadas a adoptar30, y que apuntan a minimizar el ries-
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go-maladministration, o sea, el riesgo-corrupción en 
sentido administrativo31.

El punto es interesante y merece atención.
El concepto de maladministration incluye y supera 

los delitos de corrupción y también los delitos contra 
la administración pública, acogiendo cualquier de-
cisión-acto-actividad «que se desvía del interés ge-
neral»32, de modo que comprometa la percepción de 
imparcialidad de los decisores públicos33. Brevemente: 
cualquier acto tomado, aunque el decisor estuviese en 
una situación de conflicto de intereses, actual o solo 
potencial34.

La ecuación, entonces, es ‘mala-administración = ad-
ministración partidista’ (o sospechosa de ello).

Pues bien, esta noción amplia de corrupción ha im-
pactado sobre la actividad de gestión del riesgo, de-
terminando su atraso: no se mira propiamente al ries-
go-corrupción, sino que se interviene antes, ‘desde el 
principio’, sobre el riesgo-conflicto de intereses. Los 
Planes Anticorrupción y las guidelines de la Agencia 
Nacional Anticorrupción (ANAC) que aclaran los 
contenidos de estos planes, de hecho, se enfocan sobre 
todo en el momento de la selección de los decisores 
públicos: se preocupan de reclutar funcionarios más 
allá de cualquier sospecha, de pasado inmaculado y de 
futuro prometedor, respecto a los cuales sea pronosti-
cable una conducta honorable y atenta sólo al interés 
general35.

Son por tanto medidas de gestión del riesgo-con-
flicto de interés36, no ya tanto del riesgo-corrupción en 
sentido penal: medidas, en suma, que miran a una fase 
precedente a aquella de auténtica gestión del riesgo-co-
rrupción. En otras palabras, son medidas de alejamien-
to del riesgo-corrupción penal: que, minimizando o 
neutralizando —efectivos o posibles— conflictos de 
interés, alejan el riesgo-transacciones ilícitas37.

Para entendernos, son medidas de gestión del ries-
go-corrupción, por ejemplo, los procedimientos de con-
trol-fraccionamiento de los flujos de caja, la previsión 
(y la verificación del respeto) de los límites cuantitati-
vos y cualitativos a donaciones, patrocinios, etc. Son 

31	 R. CANTONE, Le società pubbliche nel perimetro dell’«anticorruzione amministrativa», SP, 6, 2020, 4 ss.
32	 Determinazione ANAC 28.10.2015, n. 12, § 2.1. 
33	 D. BOLOGNINO, Per una risposta corale dell’Amministrazione etica al fenomeno corruttivo: compiti e responsabilità del responsa-

bile della prevenzione e l’auspicabile task force della prevenzione (l. n. 190/12), LPAmm, 2013, 811 ss.
34	 R. CANTONE, E. CARLONI, La prevenzione della corruzione e la sua Autorità, DPub, 3, 2017, 903 ss., 911.
35	 V. VALENTINI, Abuso d’ufficio e fast law ANAC. Antichi percorsi punitivi per nuovi programmi preventivi, AP web, 3, 2018, 1 ss.
36	 O riesgo-fracaso de la ética pública: E. BIVONA, M. SCINICARIELLO, La corruzione. Analisi e gestione del rischio fallimento etico, 

Roma, Gangemi, 2013; M. FLORES, I piani triennali anticorruzione e l’analisi del rischio corruttivo, Azienditalia, 12, 2017, 951 ss. 
37	 R. CANTONE, La prevenzione della corruzione nelle società a partecipazione pubblica: le novità introdotte dalla “riforma Madia” 

della pubblica amministrazione, RSoc, 2018, 233 ss. 
38	 P. IELO, Prime note sulla riforma dei reati contro la PA, RASE, 1, 2013, 9 ss. 
39	 V. VALENTINI, sub Art. 25, Compliance, cit., 524 ss. 
40	 V. VALENTINI, 231 e moda, Pisa, PUP, 2020, 103 ss. 

en cambio medidas de alejamiento del riesgo-corrup-
ción la predisposición (y la verificación del respeto) a 
criterios de selección de personal y de colaboradores 
externos; la prohibición de revolving doors, es decir, 
la prohibición de reclutar personal que antes realizaba 
actividades en entidades que se entrelazan con la socie-
dad; el mapa y la rotación del personal que tienen rela-
ción con los entes públicos; la desactivación inmediata 
de relaciones en presencia de anomalías significativas 
(como la genericidad/incompletitud de la convocatoria, 
el retraso injustificado de los contratistas, la exclusión 
masiva de competidores y la presencia de contencio-
so), etc38. Es evidente que las medidas de compliance 
incluidas en esta segunda categoría se comportan, res-
pecto a la corrupción penal, como destinadas a alejar el 
riesgo-delito, desde una óptica pre-preventiva y clara-
mente precaucional39.

Tal enfoque pre-preventivo de la compliance en los 
entes públicos —producido, como ya se ha dicho, por 
la noción omnívora de corrupción administrativa— ha 
influido también en la morfología de las medidas orga-
nizativas contra la corrupción penal predispuestas por 
los entes privados: que tienden a predisponer contra-
medidas ‘atrasadas’ homólogas y simétricas a aquellas 
previstas en los Planes Anticorrupción.

Y no sólo: tal filosofía precaucional es hoy abrazada 
por los entes privados también para afrontar otros ries-
gos-delito; el fenómeno es especialmente visible en el 
ámbito de los entes mercantiles con alta tasa de riesgo 
de violación de los derechos de propiedad industrial: 
aquí, de hecho, la atención se polariza en la fase del 
reclutamiento y de la selección de empleados y pro-
veedores40.

Una valiosa lección pública, por tanto, que el mundo 
privado ha oportunamente acogido.

Podría incluso afirmar que tal enfoque, en Italia, es 
hoy esencial para poder aspirar a una evaluación judi-
cial de general idoneidad del compliance program.
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